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Señores 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA 

M.P. DAVID FERNANDO RAMIREZ  

E.S.D. 

 

PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: FELISA AYDEE RIASCOS MARTINEZ C.C.  25379307 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- 

RADICADO:   19001233300420200008700 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 

 

LINA MARÍA CORDERO ENRÍQUEZ abogada en ejercicio, mayor de edad, 

identificada con  Cédula de Ciudadanía No. 1.098.200.506 de Galán Santander y 

portadora de la tarjeta profesional No. 299.956 actuando en calidad de 

apoderada sustituta del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, conforme consta 

en el memorial poder de sustitución suscrito (Únicamente para la presente 

actuación) por el doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, abogado titulado, mayor 

de edad, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá 

D.C.,  y portador de la Tarjeta Profesional No. 250.292 del C.S. de la J., en su la 

calidad de APODERADO GENERAL de la mencionada entidad, en los términos 

señalados por la Escritura Publica No. 522 de 28 de marzo de 2019, otorgada por la 

Notaría treinta y cuatro (34) del Circulo de Bogotá D.C y aclarada igualmente por 

escritura No. 1230 de fecha 11 de Septiembre de 2019; por medio del documento 

me permito presentar contestación dentro del presente asunto, conforme a las 

siguientes consideraciones:  

 

 

I. SOBRE LOS HECHOS 

 

1. No me consta, teniendo en cuenta que es un hecho ajeno a mi 

representada. 

2. Es cierto. 
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3. No me consta, por lo que deberá probarse durante el transcurso del 

proceso. 

4. No me consta, por lo que deberá probarse durante el transcurso del 

proceso. 

5. No me consta, por lo que deberá probarse durante el transcurso del 

proceso. 

6. No me consta, por lo que deberá probarse durante el transcurso del 

proceso. 

7. No me consta, por lo que deberá probarse durante el transcurso del 

proceso. 

8. No es cierto, por cuanto la liquidación de las cesantías se realizó de 

conformidad con el régimen aplicable a la accionante, el cual no es otro 

que el de cesantías anualizadas. 

9. No me consta, por lo que deberá probarse durante el transcurso del 

proceso. 

 

 

II. A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a que prosperen todas y cada una de las pretensiones presentadas 

dentro de la demanda por carecer de sustento fáctico y legal, como se demos-

trará a continuación y así mismo solicito de manera respetuosa al despacho AB-

SOLVER a la NACION- MAGISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SO-

CIALES DEL MAGISTERIO de todo cargo.   

 

 

A LA PRETENSIÓN PRIMERA: Me opongo, por cuanto los actos administrativos 

demandados  se encuentran ajustados a derechos. 

 

A LA PRETENSIÓN SEGUNDA: Me opongo, por cuanto el acto administrativo 

demandado se ajusta a derecho, al estar en consonancia con lo señalado en el 

artículo 15 de la Ley 91 de 1989, el cual dispone que los docentes que se vinculen 

a partir del 1 de enero de 1990, para efectos de las prestaciones económicas y 

sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados públicos del 

orden nacional que establece un sistema anualizado, sin retroactividad y pago de 

intereses a sus beneficiarios.  
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A LA PRETENSIÓN TERCERA: Me opongo, como quiera que las pretensiones no están 

llamadas a prosperar. 

 

A LA PRETENSIÓN CUARTA: Me opongo a que se condene a la NACION- MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO al pago de 

costas, por cuanto no le asiste derecho a lo pretendido, motivo suficiente para no 

fulminar condena por tal concepto. 

 

 

III. HECHOS, FUNDAMENTOS Y RAZONES DE LA DEFENSA 

 

SOBRE EL RÉGIMEN PRESTACIONAL APLICABLE A LOS EDUCADORES NACIONALES 

 

La Ley 100 de 1993, exceptuó del Sistema Integral de Seguridad Social contenido 

en ella, a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, tal como lo expresa en su artículo 279:  

 

ARTÍCULO 279. EXCEPCIONES.  El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en 

la presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía 

Nacional, ni al personal regido por el Decreto ley 1214 de 1990, con excepción de 

aquel que se vincule a partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros 

no remunerados de las Corporaciones Públicas. 

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán 

compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será 

responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de 

educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación que 

para el efecto se expida. 

 

Por ello, las prestaciones sociales del magisterio se gobiernan por las disposiciones 

de la Ley 91 de 1989, “Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio”. 
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Al respecto, la Ley 91 de 1989 además de crear el Fondo Nacional De Prestaciones 

Sociales Del Magisterio estableció el régimen de prestaciones para los docentes, 

en tal sentido en su artículo 15 regulo todo lo relacionado con pensiones, cesantías 

y vacaciones; para el caso que nos ocupa el numeral  3ro del mencionado artículo 

señalo dos regímenes de cesantías, dependiendo de la fecha de vinculación del 

docente en el literal A. el régimen de CESANTIAS, para los docentes “nacionalizados 

vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989” y en el literal B. señaló:. 

 

“…A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 

1989, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio 

equivalente a un mes de salario por cada año de servicio o proporcionalmente por 

fracción de año laborado, sobre el último salario devengado, si no ha sido 

modificado en los últimos tres meses, o en caso contrario sobre el salario promedio 

del último año. 

 

B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1. de enero de 1990 y para los 

docentes nacionales vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo con 

respecto a las cesantías generadas a partir del 1o. de enero de 1990, el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y pagará un interés 

anual sobre saldo de estas cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, 

liquidadas anualmente y sin retroactividad, equivalente a la suma que resulte de 

aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia 

Bancaria, haya sido la comercial promedio de captación del sistema financiero 

durante el mismo período. Las cesantías del personal nacional docente, 

acumuladas hasta el 31 de diciembre de 1989, que pasan al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, continuarán sometidas a las normas generales 

vigentes para los empleados públicos del orden nacional…” 

 

El Consejo de Estado, en sentencia del 22 de febrero de 2018 aclaró, que el régimen 

de liquidación anual de cesantías le es aplicable a docentes que ingresen con 

posterioridad  del 1 de enero de 1990, SIN DISTINCIÓN DE SU CALIDAD DE SER 

DOCENTES NACIONALES, NACIONALIZADOS O TERRITORIALES  

 

“De lo anterior se colige que: i). los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 

de diciembre de 1989 mantendrían el régimen prestacional previsto en la 
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normativa vigente de la entidad territorial, es decir, el sistema de retroactividad y 

ii) a  los docentes nacionales y a los vinculados a partir del 1.º de enero de 1990 «lo 

que según la definición contenida en los artículos 1.º y 2.º, corresponde a los 

nacionales o territoriales que por cualquier causa se lleguen a vincular en tal 

calidad, sin hacer distinción entre nacionales y territoriales», se les aplicarán las 

disposiciones vigentes para los empleados públicos del orden nacional, es decir,  

un sistema anualizado de cesantías, sin retroactividad y sujeto al reconocimiento 

de intereses. 

 

Posteriormente, el artículo 6º de la Ley 60 de 1993, señaló que el régimen 

prestacional aplicable a los docentes nacionales o nacionalizados que se 

incorporen a las plantas departamentales o distritales sin solución de continuidad y 

los de las nuevas vinculaciones, será el reconocido por la Ley 91 de 1989, es decir, 

para estos docentes estableció el régimen consagrado en dicha la Ley 91 de 1989.  

 

 

Igualmente se pone de presente que, a nivel operativo, mi representada depende 

ineludiblemente de la secretaria de educación respectiva, como se pasa a 

explicar: 

 

Mediante el decreto 2831 de 2005, por el cual se reglamentan el inciso 2° del 

artículo 3° y el numeral 6 del artículo 7° de la Ley 91 de 1989, y el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005, se reguló el procedimiento exclusivo para el trámite de las 

solicitudes, sus etapas, términos y demás formalidades para el reconocimiento de 

las prestaciones sociales de los afiliados al FOMAG, determinando que la atención 

de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo 

será a través de las Secretarias de las Entidades Territoriales certificadas o la 

dependencia que haga sus veces. 

 

Ahora bien, el Decreto 1272 de 2018, modificó entre otras cosas el procedimiento 

para el reconocimiento de cesantías por parte de las entidades territoriales 

certificadas, ajustando los términos para resolver las solicitudes relacionadas con 

las prestaciones sociales del Magisterio, la atención a de las mismas está sujeta al 

turno de radicación de y a la disponibilidad presupuestal para que el pago exista. 

Sobre el procedimiento contemplado en la normatividad citada, se expone lo 

siguiente:  
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“ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.23. Gestión de la entidad territorial en las solicitudes de 

reconocimiento de cesantías. La entidad territorial certificada en educación, 

dentro de los 5 días hábiles siguientes a la presentación en debida forma de la 

solicitud de reconocimiento de cesantías parciales o definitivas a cargo del Fondo 

Nacional de  Prestaciones Sociales del Magisterio, deberá elaborar un proyecto de 

acto administrativo que resuelva el requerimiento. 

 

Dentro del mismo término indicado en el inciso anterior, la entidad territorial deberá 

subir y remitir a través de la plataforma dispuesta para tal fin el proyecto de acto 

administrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que 

sea revisado por la fiduciaria. 

 

A su vez dentro del mismo término, la sociedad Fiduciaria deberá digitalizar y remitir 

a la entidad territorial certificada en educación la decisión adoptada, a través de 

la plataforma dispuesta para tal fin, como lo regula el Decreto 1272 de 2018: 

 

ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.25. Elaboración del acto administrativo que resuelve las 

solicitudes de reconocimiento de cesantías. La entidad territorial certificada en 

educación, dentro de los 5 días hábiles siguientes al recibo, por parte de la 

sociedad fiduciaria, del documento que contiene la aprobación o la 

desaprobación del proyecto de acto administrativo, deberá expedir el acto 

administrativo definitivo que resuelva la solicitud de reconocimiento de cesantías.  

 

Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al resultado 

de la revisión de que trata el artículo anterior, podrá presentar ante la sociedad 

fiduciaria las razones de su inconformidad, dentro de los 2 días hábiles siguientes 

contados desde la recepción del documento que contiene la aprobación o 

desaprobación del proyecto de acto administrativo.  

 

La sociedad fiduciaria contará con 2 días hábiles para resolver las observaciones 

propuestas por la entidad territorial certificada en educación, contados desde la 

recepción del documento que contiene las objeciones del proyecto.   
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La entidad territorial certificada en educación, dentro del día hábil siguiente 

contado desde la recepción de la respuesta a la objeción, debe expedir el acto 

administrativo definitivo.  

 

En cualquier caso, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y 

remitir en la plataforma dispuesta por la sociedad fiduciaria, el acto administrativo 

digitalizado. 

 

PARÁGRAFO. Bajo ninguna circunstancia, los términos previstos en los incisos 2, 3 y 

4 del presente artículo podrán ser entendidos como una ampliación del plazo 

señalado en el artículo 4 de la Ley 1071 de 2006. En todos los casos, las solicitudes 

de que trata este artículo deberán resolverse dentro de los 15 días siguientes a la 

fecha de su radicación completa por parte del peticionario”. 

 

En la actualidad, el procedimiento para reconocer una prestación, incluyendo el 

pago de cesantías, es un procedimiento complejo que involucra a la entidad 

territorial y a la Fiduprevisora S.A., de acuerdo con el artículo 56 de la Ley 962 de 

2005, que dispone:  

 

“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 

citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de 

quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de 

Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 

encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 

mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 

territorial”. 

 

De este modo, la solicitud de reconocimiento de prestaciones económicas debe 

presentarse ante la última entidad territorial en educación que haya ejercido como 

autoridad nominadora del afiliado. Las secretarías de educación respectivas 

deben recibir y radicar las solicitudes, expedir las certificaciones, subir a la 

plataforma los proyectos de acto administrativo, suscribir los actos administrativos 

de reconocimiento y remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos 

administrativos con la constancia de ejecutoria. 
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Por otra parte, el artículo 1 de la ley 91 de 1989, numeral 3, precisó que los docentes 

territoriales –como es el caso del demandante- son aquellos «vinculados por 

nombramiento de entidad territorial, a partir del 1 de enero de 1976, sin el 

cumplimiento del requisito establecido en el artículo 10 de la Ley 43 de 1975» y en 

el artículo 2 ibidem estableció lo relativo al reconocimiento de sus prestaciones, en 

los siguientes términos: 

 

Artículo 2º.- De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y las 

entidades territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones prestacionales con 

el personal docente, de la siguiente manera: 

(…) 

 

5.- Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen 

a partir del momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la 

Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio; pero las entidades territoriales, la Caja Nacional de Previsión Social, el 

Fondo Nacional de Ahorro o las entidades que hicieren sus veces, pagarán al 

Fondo las sumas que resulten adeudar hasta la fecha de promulgación de la 

presente Ley a dicho personal, por concepto de las prestaciones sociales no 

causadas o no exigibles. 

 

Ahora, respecto de la ley 344 de 1996 Por la cual se dictan normas tendientes a la 

racionalización del gasto público, se conceden unas facultades extraordinarias y 

se expiden otras disposiciones, en el artículo 13 estableció la liquidación anual del 

auxilio de cesantías a todas las personas que se vinculen a los órganos y entidades 

del Estado, a partir de su entrada en rigor, esto es, el 31 de diciembre de 1996.  

 

Artículo 13. Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 

91 de 1989, a partir de la publicación de la presente Ley, las personas que se 

vinculen a los Órganos y Entidades del Estado tendrán el siguiente régimen de 

cesantías:  

 

a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por 

la anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba 

efectuarse en fecha diferente por la terminación de la relación laboral; 
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b)  Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, 

correspondientes al órgano o entidad al cual se vinculen que no sean contrarias a 

lo dispuesto en el literal a) del presente artículo. (Subrayas fuera del texto original) 

 

El referido artículo fue reglamentado por el artículo 1º del Decreto 1582 de 1998, en 

el que de manera expresa extendió la aplicación de los artículos 99, 102 y 104 de 

la Ley 50 de 1990 a los servidores públicos del nivel territorial vinculados a partir del 

31 de diciembre de 1996 que se afiliaran a los fondos privados de cesantías creados 

por esta última ley. Sistema en el cual la consignación del valor correspondiente a 

cesantías debe ser antes del 15 de febrero de cada año en el fondo privado 

seleccionado por el empleado y la sanción por mora a razón de un día de salario 

por cada día de retardo a cargo del empleador. 

 

Ahora bien, se concluye que los Docentes nacionales y los que se vinculen a partir 

del 1º de enero de 1990, sin hacer distinción entre nacionales o nacionalizados, se 

les aplicará las disposiciones vigentes para los empleados públicos del orden 

nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en 

el futuro, esto es, la Ley 344 de 1996, sin perjuicio de lo previsto en la Ley 91 de 1989. 

Así, en virtud de lo dispuesto por las Leyes 344 de 1996 y 91 de 1989, aquellos 

docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1990, sin lugar a distinción entre 

docentes nacionales y nacionalizados, se regularán por las normas de los 

empleados públicos del orden nacional.1 

 

 

Con fundamento en lo anterior, resulta improcedente la reliquidación de la 

cesantía por cuanto en su momento se tuvieron en cuenta los factores cotizados al 

sistema y frente a la sanción mora también resulta improcedente por cuanto no es 

beneficiario de sus previsiones, pues, se insiste, el régimen que cobija al 

demandante para la liquidación anual de cesantías es el previsto en el artículo 15 

literal B de la Ley 91 de 1989 debido a que la fecha de su vinculación con el servicio 

de la educación en propiedad fue en el año 1997, fecha  que determina que se 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B; Sentencia del 24 de enero de 2019; Expediente No: 
08001-23-33-000-2014-00242-01(0265-17); CP: Dra. Sandra Lisset Ibarra Vélez.  
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regula en materia prestacional por las normas de empleados públicos de orden 

nacional. 

 

Por estas razones, deben denegarse las pretensiones de la demanda y en su lugar 

declarar la validez del acto administrativo el cual fue emitido con la normatividad 

vigente.  

 

IV. EXCEPCIONES DE MERITO 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

1. PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE 

NULIDAD 

 

Conforme a los acápites anteriores se considera que el acto administrativo 

demandado se ajusta a derecho. 

 

 

2. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN Y COBRO DE LO NO DEBIDO 

 

Solicito al despacho declarar probada la presente excepción, toda vez que de 

conformidad con el artículo 15 de la Ley 91 de 1989, los docentes que se vinculen 

a partir del 1 de enero de 1990, para efectos de las prestaciones económicas y 

sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados públicos del 

orden nacional que establece un sistema anualizado, sin retroactividad y pago de 

intereses a sus beneficiarios.  

 

Así, quienes ingresaron con posterioridad a la fecha señalada, por el solo hecho de 

ser designados por el alcalde o gobernador, no adquieren el carácter de territorial 

regidos por normas prestacionales aplicables a los servidores públicos que ostentan 

dicha calidad, puesto que por disposición del literal b del artículo 15-3 de la Ley 91 

de 1989, los docentes "que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efecto 

de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes 
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aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 

1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro”.  

 

Conforme a los documentos que reposan en el proceso, se tiene lo siguiente:  

 

Descendiendo a los casos en concreto se tiene que la docente FELISA AYDEE 

RIASCOS MARTINEZ, fue incorporada como docente en propiedad por el Alcalde 

del Municipio de Corinto, departamento del Cauca mediante decreto municipal 

número 005 de 1997, motivo por el cual el régimen que cobija a la demandante 

para la liquidación anual de cesantías es el previsto en el artículo 15 literal B de la 

Ley 91 de 1989 debido a que la fecha de su vinculación con el servicio de la 

educación en propiedad fue en el año 1997, fecha  que determina que se regula 

en materia prestacional por las normas de empleados públicos de orden nacional. 

 

 

3. PRESCRIPCION 

 

Sin que implique reconocimiento de los hechos y pretensiones aducidos por el 

demandante, se propone esta excepción correspondiente a cualquier derecho 

que se hubiere causado en favor de este y que de acuerdo con las normas 

quedará cobijado por el fenómeno de la prescripción, indicando que la misma 

consiste en la formalización de una situación de hecho por el paso del tiempo, lo 

que produce la adquisición o la extinción de una obligación. Esto quiere decir que 

el derecho a desarrollar una determinada acción puede extinguirse cuando pasa 

una cierta cantidad de tiempo y se produce la prescripción. 

 

Por su parte el artículo 151 de Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 

Decreto-Ley 2158 DE 1948, dispone: 

 

ARTICULO 151. PRESCRIPCION. Las acciones que emanen de las leyes sociales 

prescribirán en tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se 

haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el 

{empleador}, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, 

interrumpirá la prescripción, pero sólo por un lapso igual. 
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Por su parte el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN SEGUNDA , sostuvo:  

“… 

En este orden de ideas, si bien en virtud del artículo 53 de la Constitución Política 

los beneficios laborales mínimos de los trabajadores comportan carácter 

irrenunciable, el legislador ha previsto la prescripción extintiva de esos  derechos, 

fundamentalmente con el propósito constitucional de salvaguardar la seguridad 

jurídica en relación con litigios que han de ventilarse ante los jueces frente a la 

inactividad del servidor de reclamar su pago oportunamente. Por lo tanto, para 

que opere el fenómeno prescriptivo se requiere que transcurra el interregno 

preestablecido durante el cual no se hayan realizado las correspondientes 

solicitudes. 

 

 

4. EXCEPCIÓN GENÉRICA. 

 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de 

excepciones, frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo 

fundamental no es la relación de los hechos que configuran una determinada 

excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si el juez encuentra probados 

los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 

 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas 

pertinentes, así como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan 

probadas de conformidad con el ordenamiento procesal. 

 

 

5. BUENA FE E IMPROCEDENCIA DE IMPOSICION DE COSTAS PROCESALES 

 

La demandada ha actuado con amparo en lo dispuesto en la ley y en los criterios 

jurisprudenciales emanados por la H. Corte Constitucional sobre el tema. Las 

actuaciones desplegadas por la entidad demandada están amparadas en la Ley 

y la Constitución. 
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V. PETICIONES 

 

Solicito que previo traslado para alegar de conclusión se profiera sentencia 

anticipada, teniendo en cuenta para ello que, en el presente asunto se reúnen los 

presupuestos contemplados por el artículo 182 A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de Contencioso Administrativo, adicionado por el artículo 42 de la 

Ley 2080.  

  

En efecto, nótese que a la fecha no se ha evacuado la audiencia inicial, aunado 

al hecho que, las pruebas a decretar y practicar solo son documentales, sobre las 

cuales, es de resaltar, las partes no han manifestado reparo alguno, circunstancia 

por la cual, el despacho se encuentra facultado para proferir la sentencia que en 

derecho corresponda sin tener que agotar cada una de las etapas previstas en el 

artículo 179 Ibídem.  

  

Sobre el particular, la norma en su parte pertinente reza:  

  

“Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

  

1. Antes de la audiencia inicial: (…)  c) Cuando solo se solicite tener como 

pruebas las documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre 

ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento. (…)”  

 

Finalmente, resulta pertinente recordar que por regla general las leyes procesales 

se aplican en forma inmediata, salvo cuando han empezado a correr términos, o 

se han empezado actuación o diligencia conforme a la ley procesal derogada o 

modificada, luego el artículo 42 de la Ley 2080 cuya aplicación se invoca en el 

presente escrito, ya está rigiendo. 

VI. PRUEBAS 

 

Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

 

VII. ANEXOS 

 

Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 
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VII. NOTIFICACIONES 

 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., 

ubicada en la Calle 72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico 

notjudicial@fiduprevisora.com.co y t_lcordero@fiduprevisora.com.co 

 

Del señor(a) Juez,  

 

 
 

LINA MARÍA CORDERO ENRÍQUEZ 

CC. No. 1.098.200.506 de Galán Santander  

T.P. No. 299.956 del C.S. de la J. 
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EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

CERTIFICA QUE: 

 

La Nación - Ministerio de Educación Nacional no tiene competencia para allegar el expediente administrativo que contiene los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso en curso y que es exigido en el parágrafo 1 del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Los expedientes administrativos relacionados con todo el personal docente y administrativo de los servicios educativos estatales 

reposan en los archivos de las Secretarías de Educación de la entidad territorial certificada a la que pertenece o ha pertenecido el 

solicitante o causahabiente. 

 

El Capítulo II del Decreto 2831 de agosto 16 de 2005 por el cual se estableció el trámite para reconocimiento de prestaciones a 

cargo del citado Fondo, dispone:  

Artículo 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones sociales deberán ser radicadas en la 

secretaría de educación, o la dependencia o entidad que haga sus veces, de la respectiva entidad territorial certificada a 

cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante o causahabiente, de acuerdo con el formulario adoptado 

para el efecto por la sociedad fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo implementará un sistema de radicación único, que 

registre las solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, en forma simultánea en la respectiva entidad territorial certificada y en la sociedad fiduciaria y que 

permita a los solicitantes conocer electrónicamente el estado de su trámite. 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 

1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será efectuada a través de las secretarías de educación de las 

entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 

Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 

vinculado el docente, deberá: 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales 

a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad 

fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo y conforme a los formatos 

únicos por esta adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 

causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a 

la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior 

del presente artículo. 

4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o 

modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en 

la ley. 

5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, copia de los actos administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la 

respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a que estos se encuentren en 

firme. 

Parágrafo 1°. Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de 

conformidad con el procedimiento aquí establecido y aquellas que modifiquen decisiones que con anterioridad se hayan 

adoptado respecto del reconocimiento de prestaciones a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las 

resoluciones que se expidan por parte de la autoridad territorial, que reconozcan prestaciones sociales que deba pagar el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin la previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo y administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de efectos legales y no prestarán mérito ejecutivo. 

Artículo 4°. Trámite de solicitudes. El proyecto de acto administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore la 

secretaría de educación, o la entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya planta docente 

pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido a la sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los 

recursos del Fondo para su aprobación.  

Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá imparti r su 

aprobación o indicar de manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría 

de educación. 

Artículo 5°. Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 

recursos del Fondo, deberá ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y notificado en los términos 

y con las formalidades y efectos previstos en la ley.” (subrayado y resaltado fuera de texto. 

 

En el trámite legal descrito, se evidencia que no existe intervención alguna del Ministerio de Educación Nacional ni de sus servidores, 

puesto que desde la expedición de la Ley 962 de julio 8 de 2005 ya se habían suprimido las funciones que ejercían los 

Representantes del Ministro de Educación Nacional ante las entidades territoriales, dejando de participar en las juntas 
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departamentales y distritales de educación y en el reconocimiento de 

prestaciones sociales con cargo al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

La competencia para los reconocimientos de prestaciones sociales, 

contratación de servicios médicos y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio por 

mandato legal no corresponden a la Nación-Ministerio de Educación Nacional y por tanto, la documentación que pueda 

conformar los expedientes administrativos relacionados tampoco está bajo la custodia de este Ministerio ni reposa en sus archivos, 

lo que representa una imposibilidad material de aportar el mismo a los trámites judiciales que se adelantan ante cualquier 

jurisdicción. 

  

 

LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA  

Jefe Oficina Asesora Jurídica 

Ministerio de Educación Nacional 
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Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: notjudicial@fiduprevisora.com.co y/o 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  

          No. 15288 

Señor(es): 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CAUCA 

 E.   S.    D. 

 

 

REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER 
Radicado: 19001233300420200008700 
Demandante(s): FELISA AYDEE RIASCOS MARTINEZ 
Demandado(s): LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, actuando en calidad de apoderado 
de: 
 

 LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, N.I.T.: 899.999.001-7, representada por el Doctor LUIS GUSTAVO 
FIERRO MAYA Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a través de la Resolución No. 
015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, 
lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 489 de 1998 y demás normas concordantes;  conforme al Poder General otorgado 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del circulo de Bogotá, aclarada 
por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019, protocolizada en la notaria 28 del circulo de Bogotá, finalmente  
aclarada por la escritura pública No. 1230 del 11 de septiembre de 2019, protocolizada en la notaria 28 del circulo de Bogotá. 

 
y/o 

  

 FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. N.I.T.: 860.525.148-5 en su calidad de vocera y administradora del Patrimonio Autónomo 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme al Poder General otorgado por su 
Representante Legal, Doctor CARLOS ALBERTO CRISTANCHO FREILE, a través de la Escritura Pública No. 1590 del 27 de 
diciembre de 2018, Escritura Pública No. 044 del 25 de enero de 2019 y Escritura Pública No. 0063 del 31 de enero de 2019, 
todas protocolizadas en la Notaría Veintiocho del Circulo Notarial de Bogotá D.C. 

 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder al (la) abogado (a)  LINA MARÍA CORDERO ENRÍQUEZ, identificado (a)  civil y 
profesionalmente como aparece junto a su firma, con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por concepto de honorarios a favor del 
apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 del Código General del Proceso 
 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 

 
Cordialmente, 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 
 
Acepto: 
 
LINA MARÍA CORDERO ENRÍQUEZ 
C.C. No. 1.098.200.506 GALÁN SANTANDER 
T.P.  No. 299.956 del C. S. de la J.
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